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De los 52 años de conflicto armado en Colom-
bia, los gobiernos han invertido los últimos 35 en 
diferentes estrategias de guerra y paz negocia-
da para desmontar los grupos armados ilegales. 
Lo han hecho combinado tres ingredientes: des-
movilización y procesos de paz, programas pre-
sidenciales para llevar el Estado a las regiones y 
descentralización. Este documento es un balance 
de esa triple receta para comprender qué hemos 
intentado, en qué hemos acertado y en qué he-
mos fallado. 

Puntualizar las lecciones que deja nuestra propia 
experiencia podría contribuir a alcanzar mejores 
resultados y ayudar a enfrentar los desafíos que 
tenemos de cara al décimo proceso de paz de 
nuestra historia: el que acabará con las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejérci-
to del Pueblo (FARC-EP). Una de las lecciones es 
que resultará mucho más conveniente orientar 
el grueso de los recursos de cooperación inter-
nacional que recibamos en el posconflicto a la 
creación de capacidades ciudadanas y al forta-
lecimiento de los gobiernos locales, en lugar de 
que dichos recursos sean dirigidos al Gobierno 
Nacional. 

El balance de la triple receta

Colombia es el único país del mundo que ha he-
cho diez procesos de paz1 y desmovilizaciones 
colectivas en los últimos treinta años. El de las 
FARC-EP es nuestro décimo proceso de paz. Lo 
que podemos concluir de nuestro pasado es que, 
aunque las desmovilizaciones han tenido impac-
tos positivos en la estatalidad local, la ausencia 
de visión, acciones e inversiones sostenidas para 
construir instituciones estatales y de mercado en 
las regiones, que ofrezcan alternativas de vida a 
la población y regulen sus relaciones políticas y 
económicas, hace que se reproduzcan reciclajes 
de grupos armados y violencias en los territorios. 

Tras cada proceso de paz, el Estado solamente 
fue a los municipios priorizados por el grupo des-
movilizado, con programas desfinanciados y, en 
el mejor de los casos, a cumplir a regañadientes 

parte de lo pactado por un par de años, ello sin 
un plan de fortalecimiento de la estatalidad local 
de corto y largo plazo ni instituciones sociales y 
estatales sólidas que reemplazaran el orden de 
los grupos armados y la ilegalidad. 

Como los ilegales que se desmovilizaron no pi-
dieron inversión para fortalecer la estatalidad lo-
cal –la seguridad, la justicia y la tributación local–, 
solo se hizo “inversión social” para las comuni-
dades, los desmovilizados y algunas cosas margi-
nales de infraestructura. Tampoco se renunció a 
la combinación de formas de lucha estatal contra 
el clientelismo, la corrupción, la violencia política 
y la delegación a agentes politiqueros y crimina-
lizados.

El segundo componente de la triple receta de 
guerra y paz negociada es el de programas presi-
denciales para llevar el Estado a las regiones. Este 
tipo de programas surgieron como un intento de 
intervenir los municipios más afectados por el 
conflicto armado. Sin embargo, estos programas 
también estuvieron desfinanciados, no tuvieron 
como objetivo central fortalecer la capacidad fis-
cal, de planeación y de inversión transparente e 
incluyente  de  los  municipios,  y  no  lograron 
desempeñar un papel decisivo en el empodera-
miento del Estado a nivel local. 

La descentralización política, fiscal y administra-
tiva ha sido el tercer ingrediente. Gracias a este 
proceso hemos mejorado la provisión de bienes 
públicos a nivel local, acercándonos a la meta de 
la cobertura universal, algo impensable hace ape-
nas dos décadas. Este proceso ha democratizado 
el acceso de los entes territoriales a los recursos 
que  recauda  el  gobierno  central  y  también 
el acceso al poder político. Sin embargo, tampo-
co ha logrado construir capacidades de gestión 
local, como hacienda, planeación y justicia, de 
manera que los territorios siguen siendo vulnera-
bles al control político y económico de los grupos 
ilegales. 

El balance de esta estrategia por descentralizar, 
pacificar e intervenir es agridulce. No resultó una 
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herramienta eficaz para construir ciudadanía, 
Estado y mercado legal y legítimo en el ámbito 
local, es decir, que no ha logrado construir mu-
nicipios institucionalmente fuertes, económica-
mente viables y socialmente prósperos.

La pacificación e intervención nacional, como la 
hemos conocido y ejecutado en estos últimos 
treinta años, llegó a su techo de rendimientos en 
términos de construir capacidades institucionales 
a nivel local. Es decir, hacer más de lo mismo o 
girar más recursos con la descentralización actual 
no va a crear ni a fortalecer las capacidades so-
ciales e institucionales locales para que las comu-
nidades, alcaldías y gobernaciones sean realmen-
te el Estado en el territorio. 

Si algo podemos aprender de estos treinta años 

es que es necesario romper eficazmente tres cír-
culos viciosos que vinculan la relación de las élites 
centrales y regionales con la precariedad estatal 
regional:

1. Las alianzas de quienes posan de estadistas en 
Bogotá mientras se eligen políticos corruptos y 
criminalizados en las regiones y se cogobierna 
con ellos: la evasión del pago y redistribución 
de impuestos para la inversión pública coexis-
te con una enorme corrupción (¡la tal merme-
lada!) que hace “fluir” las relaciones entre el 
presidente, el Congreso y la clase política local.

2. Reemplazar eficazmente y en el largo plazo a 
los competidores armados que se desmovilizan 
y romper la distribución de funciones de facto 
que durante años ha existido en el territorio 
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entre el Estado y sus competidores armados. El 
Estado no puede seguirse comportando como 
una ONG que hace inversión social, pero no 
controla la seguridad, la justicia y la tributa-
ción, que son sus principales atributos, pues 
eso lo controlan los oligopolios armados, vía 
hostigamiento y extorsión. 

3. Superar la enorme presencia diferenciada y 
endógena supone entender que el Estado es 
un orden social e institucional que se construye 
a partir de las demandas políticas que los ciu-
dadanos logren hacer valer en el debate públi-
co y electoral a sus gobernantes, y a partir de 
la economía y política de cada región. Por eso, 
el Estado no se puede “llevar a las regiones” 
desconociendo o sometiendo las demandas de 
su población y sus formas locales de organiza-
ción, poder y representación.

En resumen, si queremos resultados diferentes, 
vamos a tener que intentar recetas diferentes. 

Construir ciudadanía, Estado y mercado 
para reemplazar los oligopolios armados 
y unir a las “Tres Colombias”

Aunque es cierto que la paz implica reformas 
e inversiones de alcance nacional, también es 
cierto que, así como no todas las regiones y los 
municipios han estado igualmente expuestos al 
conflicto armado, no todos los municipios y re-
giones pueden estar igualmente priorizados en 
el posconflicto. Por eso se requiere, a la par de 
una visión global y nacional de paz que involucre 
al conjunto de la sociedad y reformas estructu-
rales, una acción focalizada sobre los factores y 
territorios que pueden impedir que se concrete la 
efectiva desmovilización de las FARC-EP y el ELN, 
que ponga en riesgo la seguridad de las comuni-
dades y los desmovilizados y que impida la repro-
ducción o reciclaje de dinámicas de ocupación 
y explotación ilegal del territorio. Así mismo, se  
requiere  una  visión  de  más  largo  plazo,  para  
reemplazar los órdenes y regulaciones de facto 
de los oligopolios armados por instituciones so-

ciales y estatales fuertes y autónomas a nivel lo-
cal, que ofrezcan oportunidades de inclusión, re-
presentación y movilidad a los colombianos que 
han vivido sin Estado.

Para identificar los municipios sujetos de interven-
ción en el posconflicto usamos cinco criterios: 1) 
municipios con presencia de FARC; 2) municipios 
con presencia de competidores armados que van 
a tratar de apostar a la inercia de expansión del 
control ilegal territorial (ELN y Bandas Criminales 
- BACRIM); 3) municipios donde se concentran 
tres tipos de economías ilegales: cultivos de coca, 
rutas de narcotráfico y minería criminal; 4) muni-
cipios con alta exclusión por alta ruralidad y bajo 
desarrollo humano; 5) municipios con precario 
desempeño estatal por baja eficacia de la justicia, 
alta  impunidad  en  homicidios  y  bajo  desem-
peño fiscal y administrativo del gobierno local, y 
6) municipios donde residan las víctimas del con-
flicto armado, a quienes hay que asegurarles sus 
derechos, con o sin acuerdos de paz. Del cruce 
de estas seis variables logramos identificar 455 
municipios  que  requieren  ser  priorizados  para 
acciones e inversiones en el posconflicto2.

Las inversiones que proponemos realizar con én-
fasis en estos 455 municipios están pensadas y 
alineadas para lograr tres propósitos que se ha 
trazado el país en compromisos nacionales e in-
ternacionales y que debemos alcanzar como ge-
neración de la paz entre 2016 y 2030: cumplir 
con las metas, inversiones y recomendaciones de 
la Misión de Transformación del Campo y Desa-
rrollo Rural; cumplir las metas de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible; construir una paz territo-
rial estable y duradera. 

Para lograr esos tres propósitos, estimamos que 
en los próximos 15 años Colombia debe inver-
tir en promedio 1,6% del PIB adicional por año 
(333,5 billones en total) para consolidar la paz 
territorial en los 455 municipios priorizados y en 
el conjunto del país, sobre la base de construir 
ciudadanía, Estado y economía de mercado mo-
dernas e incluyentes en las regiones y saldar la 
enorme deuda de abandono e inmovilidad social 
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con la Colombia rural y las víctimas del conflic-
to armado. El 85,8% del total de esa inversión 
es para construir ciudadanía, Estado y mercado, 
que es un mandato de la Constitución para pro-
teger la honra, vida y bienes de los ciudadanos y 
garantizar sus derechos y deberes, lo cual tendría 
que hacerse con o sin acuerdos de paz, aunque 
algunas de ellas se mencionan en los acuerdos 
alcanzados entre el Gobierno y las FARC-EP.

El 10,3% del total de la inversión hay que hacerla 
para cumplir lo dispuesto en la Ley de Víctimas y 
Restitución de Tierras a los cerca de siete millo-
nes de víctimas que dejó el conflicto armado; un 
compromiso que asumió el país desde 2011, al 
margen de los acuerdos de paz. Solo el 3% del 
total de la inversión son cosas que tendrán que 
hacerse solo porque las FARC-EP lo solicitan o 
porque son los costos directamente relacionados 

con su desarme y desmovilización, y un 1% de 
la inversión se requiere para hacer las reformas 
político-electorales que hagan más transparente 
y garantista la competencia electoral local y na-
cional3. En conclusión, hacer la paz con las FARC 
cuesta 4 de cada 100 pesos, con las víctimas 10 
de cada 100 pesos y con los colombianos 86 de 
cada 100 pesos. Esas son las proporciones finan-
cieras de la paz territorial. 

¿Cuál debe ser el rol de la cooperación en 
el posconflicto?

Para posibilitar la financiación de actividades de 
construcción de ciudadanía proponemos consti-
tuir un Fondo de Iniciativas Ciudadanas de De-
sarrollo y Paz que reciba financiación directa del 
Gobierno Nacional y donde se reciba el grueso 
de los recursos de cooperación internacional 
para el posconflicto. 

Por tres razones es conveniente que el grueso de 
la cooperación se canalice directamente como 
inversiones relacionadas con la ciudadanía y el 
fortalecimiento de gobiernos locales y no me-
diante el Gobierno Nacional. En primer lugar, la 
mejor contribución de los países que muy gene-
rosamente quieren apoyar la paz en Colombia es 
no patrocinarles, y menos subsidiarles, a las élites 
colombianas ni a su gobierno su holgazanería 
tributaria, su antiestatismo y su tolerancia con 
la corrupción. Entre 1970 y el 2015, Colombia 
apenas pasó de un recaudo tributario equivalen-
te a 8% del PIB a uno del 14% del PIB, mientras 
que países como Brasil llegaron al 35% y al 21%. 
Por esa pereza fiscal, alta corrupción y centrismo 
represivo y delegatario es que el Gobierno Na-
cional no tiene suficiente para financiar los fun-
cionarios, la tecnocracia y la infraestructura que 
necesita para cumplir con sus funciones estatales 
básicas en todo su territorio. 

No tiene ningún sentido que los ciudadanos no-
ruegos, alemanes o estadounidenses terminen 
pagando las oficinas, los carros y la gasolina de 
funcionarios de la Fiscalía General, la Defensoría 
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del Pueblo o los Ministerios, mientras el Gobierno 
Nacional desperdicia en mermelada y en corrup-
ción 4 puntos de los 14 que recauda del PIB. Esas 
inversiones en instituciones nacionales son muy 
importantes, pero se deben hacer con impuestos 
nacionales recaudados de manera progresiva e 
invertidos de manera transparente. Más útil sería 
que esos países que quieren contribuir a la paz 
de Colombia ayudaran a convencer a los cacaos 
nacionales de pagar impuestos sobre sus dividen-
dos y rentas de capital y al Gobierno Nacional de 
eliminar prácticas clientelistas y con altos niveles 
de corrupción como la llamada mermelada.

La segunda razón es por el monto. Mientras que 
el monto de la cooperación internacional es una 
gota en el océano del presupuesto nacional, es 
más que suficiente para cubrir las inversiones 
necesarias para construir ciudadanía y fortalecer 
la estatalidad local, que es realmente el eslabón 
más débil de la cadena estatal en Colombia. Se-
gún datos del 2013, el Gobierno Nacional reci-
bió US$533 millones de dólares en ayuda oficial 
para el desarrollo vía cooperación internacional, 
equivalentes al 1,6% del presupuesto nacional. 
En cambio, esos mismos recursos cubrirían el 
100% de la inversión requerida (US$202 millo-
nes de dólares en seis años) para fortalecer los 23 
Programas de Desarrollo y Paz, que incluyen acti-
vidades y metas claras de construcción de ciuda-
danía4 y también de la construcción de capacida-
des estatales locales para asegurar la provisión de 
justicia, recaudación tributaria e inversión trans-
parente local, que en este trabajo estimamos en 
$24 billones en los próximos 15 años.

En tercer lugar, por el propósito. Aun si no existie-
ra corrupción y el Estado colombiano financiara 
sus funciones centrales con impuestos naciona-
les, la inversión en ciudadanía es por definición 
una inversión destinada a construir potenciales 
opositores políticos, algo en lo que cualquier go-
bierno, aun el más eficiente y transparente, está 
poco interesado y preparado para hacer. De ma-
nera que constituir un Fondo en el que converjan 
recursos de cooperación internacional y del Go-
bierno Nacional, donde también tengan asiento 

representantes de organizaciones ciudadanas, 
donde todos tengan voz y voto, pero cuya ad-
ministración no dependa exclusivamente del Go-
bierno, puede ser un mecanismo relativamente 
mejor equilibrado para invertir en construir ciu-
dadanía, organización social y capacidad de vee-
duría y acción política colectiva. 

La segunda gran prioridad de los recursos de 
cooperación internacional debería ser fortalecer 
los gobiernos locales más que el nacional, pues 
es allí donde la precariedad institucional es ma-
yor y los desafíos del posconflicto superiores. 
Para fortalecer la estatalidad local que asegure la 
provisión pública de seguridad, justicia y tributa-
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ción local se va a requerir una gruesa inyección 
de recursos adicionales a los que hoy reciben los 
municipios, en particular los más afectados por 
economías ilícitas y grupos armados ilegales. 

Conclusiones

La principal condición para un posconflicto exito-
so es no solo desmovilizar, sino reemplazar, con 
instituciones sociales y públicas en los territorios, 
las formas de regulación y control de facto que 
han construido los grupos armados al margen de 
la ley y nuestro centrismo represivo y delegatario. 
El Estado no se lleva a las regiones, se constru-
ye en las regiones a partir de esfuerzos diferen-
ciados con la población y en las condiciones de 
cada ente territorial. La presencia diferenciada 
del Estado en Colombia en las últimas décadas 
ha originado que allí, donde está ausente, pode-
res de facto asuman los roles, las obligaciones y 
las competencias que él debería ejecutar.

Aproximadamente cada cincuenta años una ge-
neración de colombianos ha tenido la oportuni-

dad de decidir cómo acabar una guerra de larga 
duración y cómo construir instituciones para un 
país moderno, incluyente y en paz. Primero les 
tocó a quienes vivieron el fin de la Guerra de los 
Mil Días a inicios del siglo XX y luego a quienes 
padecieron la violencia bipartidista a mediados 
del mismo siglo. Ahora es nuestro turno. De-
penderá de nosotros tomar las lecciones en in-
vertir con rigor los recursos disponibles de ma-
nera eficiente. Por esto, nuestra propuesta para 
los recursos de la cooperación internacional en 
el posconflicto es que se dirijan a la financiación 
del fortalecimiento de capacidades ciudadanas y 
de capacidades de gestión y de construcción de 
Estado a nivel local. 

Si aprendemos de nuestra propia experiencia, 
esta generación pasará a la historia como la que 
puso fin al último conflicto armado de todo el 
hemisferio occidental y logró que dejáramos de 
ser tres países que se desconocen y recelan y sea-
mos por fin una sola Colombia.
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